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“Los dos modelos, el americano y el europeo, se 
aproximan paulatinamente, de manera recíproca, 
y como ejemplo podemos mencionar a la Corte Su-
prema Federal de Estados Unidos, que en aparien-
cia es el Tribunal Federal de mayor jerarquía en el 
clásico sistema difuso, por medio de su competencia 
discrecional denominada Certiorari; [...] pero se ha 
convertido en un verdadero Tribunal Constitucional 
ya que la mayoría —por no decir la totalidad de los 
asuntos de que conoce tienen carácter directamente 
constitucional, en especial en materia de Derechos 
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Humanos. Por otra parte, sus resoluciones son obli-
gatorias para todos los jueces del país, de acuerdo que 
se llama Stare Decisis (obligatoriedad de preceden-
te), de manera que cuando la Corte Suprema declara 
la inconstitucionalidad de una Ley, dicho fallo posee 
efectos generales indirectos, pues debido a su pres-
tigio moral también las autoridades administrativas 
acatan sus resoluciones”.2

Héctor Fix—Zamudio

Introducción al Derecho Procesal Constitucional

“Finalmente, hoy comienza a hablarse de la supera-
ción del ‘sistema americano-sistema austríaco”. La 
combinación de las técnicas del control incidental 
y del control concentrado ha dado pie a ciertos sec-
tores doctrinales para postular la conveniencia de la 
evolución hacia un solo sistema.

Francisco Fernández Segado
La Jurisdicción Constitucional en España

Resumen: el presente trabajo aborda el desarrollo normativo 
unificado y sistematizado del Derecho Procesal Constitucio-
nal en Iberoamérica, en el entendido de que todos provienen 
de las mismas fuentes que el derecho comparado nos ofrece 
(sistema difuso, sistema concentrado), sin dejar de considerar 
los sistemas de control constitucional ya adaptados y adopta-
dos de cada nación, ya sea que se encuentren bajo el sistema 
de control difuso, bajo el control concentrado o que hayan im-
plementado sistemas únicos, mixtos, o híbridos en orden a los 
atributos y particularidades de cada país. Además, se aborda 
la justicia constitucional resaltando la importancia de los ins-
trumentos procesales para la defensa de la Constitución y los 
derechos fundamentales mediante una interpretación constitu-
cional adecuada. Finalmente se propone identificar similitudes 
conceptuales más allá de las diferencias en las denominaciones 
a fin de establecer una codificación común de modelo de refe-
rencia.

2	 Fix-Zamudio, Héctor, Protección jurídica de los Derechos Humanos - Estu-
dios comparativos, 2a. ed., México, Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, 1999, pp. 604 y 605, 18.pdf (unam.mx) 
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Abstract: this academic work addresses the unified and sys-
tematized regulatory development of the Constitutional Pro-
cedural Law in Ibero-America, considering the constitutional 
control systems of each nation, whether they are under the 
diffuse control system, under concentrated control system or 
implementation of unique, mixed, or hybrid systems in order 
to the attributes and particularities of each country. In addi-
tion, the constitutional justice is addressed, highlighting the 
importance of procedural instruments for the defense of the 
Constitution and the fundamental rights through an appropria-
te constitutional interpretation. Finally, it is proposed to identi-
fy conceptual similarities beyond the differences in the names 
in order to establish a common coding of the reference model. 

Palabras clave: Constitución, derechos fundamentales, De-
recho procesal Constitucional, Tribunal Constitucional, Corte 
Constitucional, Iberoamérica.

Keywords: Constitution, fundamental rights, constitutional 
procedural law, constitutional court, Ibero-America.

Sumario: I. Introducción. II. Principales fuentes de control 
constitucional. III. Breve referencia a la justicia constitucional 
en el ámbito iberoamericano. IV. Contexto constitucional en 
el ámbito nacional de Perú. V. Camino hacia un código modelo 
iberoamericano. VI. Conclusiones. Referencias.

I. Introducción

En la hora actual del desarrollo democrático y constitucional 
de los Estados de derecho, todos han desarrollado y consignan, 
dentro de sus sistemas jurídicos constitucionales, diversos ins-
trumentos para la defensa constitucional directa en forma orgá-
nica para la defensa de sus constituciones (tales como la acción 
contra la ley, el control difuso, el proceso de inconstitucionalidad 
de la legislación derivada o reglamentaria, los conflictos de com-
petencia, los conflictos de territorialidades o de regionalización), 
y también para la adecuada protección de los derechos funda-
mentales de los ciudadanos que se hallan recogidos y protegi-
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dos en los diversos textos constitucionales (tales como el hábeas 
corpus, la acción de amparo, el habeas data, la acción popular, la 
acción de cumplimiento, recurso de tutela, mandato de segurança, 
recurso de protección, etc.). 

Al conjunto sistematizado de estos mecanismos e instrumen-
tos, y a su adecuado funcionamiento y alcances, hoy en forma ge-
neralizada se le denomina Derecho Procesal Constitucional. En 
otras realidades, se les denomina “jurisdicción constitucional” o 
“justicia constitucional”.3 Para nosotros, las tres acepciones, más 
allá de sus matices, son fundamentalmente expresiones de signi-
ficado sinónimo o equivalente, que apuntan a denotar lo mismo.

II. Principales fuentes de control constitucional

Como es sabido, básicamente, a la fecha son dos las principales 
fuentes o modelos de control constitucional que se han desarro-
llado en la historia constitucional comparada, y un subsistema. 
A saber:

i)	 En primer lugar,nos encontramos ante el modelo ameri-
cano de control difuso o “judicial review”, nacido en los 
Estados Unidos a partir de una sentencia de su Corte Su-
prema Federal, en el célebre leading case Marbury vs. Ma-
dison, sentenciado en 1803, en la que la referida Corte Su-
prema estadounidense señaló, sin dejar duda alguna, que 
una constitución escrita era la máxima expresión jurídica 
de una nación, que no podía ser superada por acto legisla-
tivo alguno, el que por tanto devenía en nulo y repugnante, 
y que —por lo tanto— correspondía a los jueces del Poder 
Judicial declararlo así bajo el sistema de Common Law. Es 
considerado en la doctrina del Derecho Procesal Consti-
tucional como uno de los sistemas de control constitucio-
nal vigentes en el derecho occidental. De allí, que también 
recibe la denominación de Sistema Americano de Control 

3	 Conforme se desarrolla en este mismo trabajo, vamos a utilizar indistinta-
mente —como sinónimos—las expresiones; derecho procesal constitucio-
nal, justicia constitucional o jurisdicción constitucional.
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Constitucional.4 La justicia constitucional determinada 
bajo el esquema o modelo anglosajón de la “judicial re-
view” se caracteriza por estar “difundida” entre todos los 
órganos y jueces del Poder Judicial. Adicionalmente po-
demos señalar que es una justicia constitucional: i) subsi-
diaria, ii) residual y iii) fundamentalmente subjetiva.
Podemos además señalar que se halla sistemáticamente 
ubicado como atributo constitucional “innominado” de 
toda Constitución escrita5. Así, en los países en que se 
lo ha incorporado, figura expresamente y siempre dentro 
del Capítulo del Poder Judicial, consecuentemente, como 
señalamos en el párrafo previo, es un, atributo “distribui-
do” o “difundido” entre todos los órganos del Poder Judi-
cial, entre todos los agentes del Poder Judicial en cuanto 
funcionen u operen como tales.

ii)	 En segundo lugar, tenemos al Sistema Austriaco o Euro-
peo de Control Constitucional. Aparece evidente en el 
denominado Control concentrado o Control Ad—Hoc, esto 
es, de índole abstracto. Creado básicamente entre 1918 
y 1920 por el influjo de Hans Kelsen, que parte del mis-
mo principio de la supremacía constitucional; solo que la 
labor de interpretación de la Constitución y del control 
constitucional está reservada para un órgano ad hoc, sea 
un Tribunal Constitucional o una corte especializada, dis-
tinta al Poder Judicial, y donde los jueces de la judicatura 
ordinaria ya no hacen juicios de constitucionalidad.

iii)	 Por último, está el subsistema francés, que originalmente 
nace como un subsistema exclusivo de control preventivo 
ex ante de la constitucionalidad de las leyes. Fue desarrollán-
dose como una derivación del modelo concentrado adap-
tado para el sistema jurídico francés desde la Constitución 

4	 Quiroga León, Aníbal, “El Derecho Procesal Constitucional en el Perú y el 
Código Procesal Constitucional”, Ensayos, Lima, ARA, 2005. 

5	 Recuérdese que esta facultad, como tal, no existía en 1803 en la Constitu-
ción de los EEUU y que, hasta la fecha, no se la consigna expresa ni literal-
mente. Corresponde a una exclusiva y auténtica “creación” o “redefinición 
jurisprudencial” efectuada por el Supremo Tribunal Federal, siempre den-
tro del Poder Judicial.
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de 1958 y el Conseil Constitutionnel, de gran influencia en el 
modelo democrático francés de la segunda mitad del siglo xx 
y, a partir de la Reforma Constitucional del 2010, va aproxi-
mándose cada vez más al modelo europeo kelseniano origi-
nal por medio de la question prioritaire de constitutionnalité.

III. Breve referencia a la justicia constitucional 
 en el ámbito iberoamericano

El Derecho Procesal Constitucional, también conocido por la 
doctrina como Jurisdicción Constitucional o Justicia Constitu-
cional, está referido a aquellos instrumentos procesales que con-
tiene una carta constitucional para su defensa y control orgánico 
y para la defensa de los derechos fundamentales por medio de la 
Jurisdicción de la Libertad. Estos instrumentos —incorporados 
en el curso de la historia— han continuado su evolución constitu-
cional de las últimas dos centurias, con la finalidad de que, a tra-
vés de la interpretación constitucional,6 se brinde a los justicia-
bles la posibilidad de solicitar como pretensión procesal, la tutela 
de los derechos fundamentales ante la vulneración a amenaza de 
estos y de la defensa y prevalencia de la norma constitucional. 
Así, debido a la extensión del presente trabajo, pasamos a des-
cribir brevemente algunos los sistemas de justicia constitucional, 
que pueden constituir un claro ejemplo del panorama del Dere-
cho Procesal Constitucional de Iberoamérica.

Bolivia. De la última reforma Constitucional Boliviana de 
2009, podemos notar que la tarea del control de constituciona-
lidad ha sido encomendada principalmente a un tribunal cons-
titucional, denominado “Tribunal Constitucional Plurinacional”, 
así en el numeral III del Artículo 179 se plasmó que “La justicia 
constitucional se ejerce por el Tribunal Constitucional Plurina-
cional”.7 Adicionalmente, el “Órgano Judicial” conoce en primera 

6	 Quiroga León, Aníbal, “La Interpretación Constitucional”, en Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo (coord.), La Interpretación Constitucional, t. II, Méxi-
co, Porrúa, 2005, pp. 949-966.

7	 Art. 179. Constitución Política del Estado de Bolivia, https://tcpbolivia.bo/
tcp/sites//default/files/pdf/normas/cpe/cpe.pdf 
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instancia las acciones constitucionales destinadas a la protección 
de los derechos fundamentales denominadas en dicha Constitu-
ción como “Acciones de Defensa” y estas son elevadas en revisión 
al Tribunal Constitucional Plurinacional. En ese sentido, el mo-
delo de control de constitucionalidad predominante de Bolivia es 
el modelo europeo o kelseniano, siendo que este coexiste con el 
control americano o difuso, es decir, mantiene algunos elemen-
tos importantes del modelo americano de la revisión judicial.8

Un aspecto particular, de las competencias otorgadas al Tribu-
nal Constitucional boliviano radica en la posibilidad de efectuar 
un control previo sobre proyectos de Tratados Internacionales, 
proyectos de Leyes, proyectos de Estatutos o Cartas Orgánicas y, 
de preguntas de referendos.

Desde el 5 de julio de 2012, Bolivia cuenta con un Código 
Procesal Constitucional (Ley Nº 254), que regula de forma más 
desarrollada los procesos constitucionales que son de conoci-
miento exclusivo de su Tribunal Constitucional Plurinacional, así 
como las acciones de defensa cuyo conocimiento —como hemos 
detallado previamente— serán conocidos tanto por el Órgano Ju-
dicial como por el referido Tribunal Constitucional.

Así, dentro de su Código Procesal Constitucional9 tenemos 
a i) las acciones de defensa como la acción de libertad, acción 
de amparo constitucional, acción de protección de privacidad, 
acción de cumplimiento y acción popular. Por otra parte, en su 
texto se regulan también las ii) acciones de inconstitucionali-
dad, iii) conflictos de competencia, iv) control previo de cons-
titucionalidad y consultas, v) consultas de autoridades indígena 
originaria campesina sobre aplicación de sus normas jurídicas a 
un caso concreto, vi) recurso directo de nulidad, vii) recursos 
contra tributos, impuestos, tasas, patentes, derechos o contribu-

8	 Rivera Santibáñez, José, “La justicia constitucional en el nuevo modelo 
de estado boliviano”, en Bogdandy, Armin von et.al. (coords.), La justicia 
constitucional y su internacionalización: ¿hacia un ius cosntitucionale com-
mune en América Latina?, México, 2010, t. I, pp. 645-679, https://archivos.
juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2894/26.pdf 

9	 Código Procesal Constitucional de Bolivia, https://tcpbolivia.bo/tcp/sites/
default/files/pdf/normas/ley254/ley254.pdf

633 | 

El proyecto de código modelo iberoamericano de los procesos…



ciones especiales, y viii) recurso contra resoluciones del órgano 
legislativo, constitucionalidad del procedimiento de reforma par-
cial de la constitución política del estado.

Chile. Podemos referir que el sistema de Control Constitu-
cional chileno, no es puramente Concentrado o Difuso, en tanto 
que, con sus propias particularidades, posee características de 
ambos sistemas. Su Constitución vigente de 198010 y la posterior 
modificación, por Ley N.º 20.050,11 publicada el 26 de agosto de 
2005, posee elementos de ambos sistemas americano y europeo, 
atribuyendo el conocimiento del control constitucional a su Tri-
bunal Constitucional en cuanto al control de constitucionalidad 
de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de 
las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado 
que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su 
promulgación; resolver sobre las cuestiones de constitucionali-
dad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las 
Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones; 
resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susci-
ten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma 
constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del 
Congreso; etc.12 Resaltamos precisamente, la facultad que tiene 
el Tribunal Constitucional Chileno para efectuar un control pre-
ventivo de constitucionalidad.13 Por otra parte, para las acciones 
constitucionales de tutela de derechos fundamentales son com-
petentes las Cortes de Apelaciones respectivas, mientras que la 
Corte Suprema de Justicia hará las veces de segunda instancia.

10	 Constitución Política de Chile,https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNor-
ma=242302 

11	 Ley núm. 20.050, Reforma constitucional que introduce diversas modifica-
ciones a la Constitución Política de la República,https://www.bcn.cl/leychi-
le/navegar?idLey=20050

12	 Artículo 1, N. 41 de la ley de Reforma Constitucional N. 20.050. https://
www.bcn.cl/leychile/navegar?idLey=20050 

13	 Nogueira Alcalá, Humberto, “La ampliación de las competencias normati-
vas de control de constitucionalidad del Tribunal Constitucional chileno y 
la ampliación de la fuerza normativa de sus sentencias de acuerdo con la 
reforma constitucional de 2005”, Anuario Iberoamericano de Justicia Cons-
titucional, Madrid, 2006, núm. 10, pp. 241-280,https://dialnet.unirioja.es/
descarga/articulo/2151589.pdf
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Para el caso de la tutela de los derechos fundamentales a ni-
vel constitucional, el sistema jurídico de Chile cuenta con el ins-
trumento constitucional denominado “Recurso de Protección”14 
consagrado en el artículo 20 de su constitución, el cual protege 
la amplitud de derechos fundamentales, (vida e integridad física, 
igualdad ante la ley, el respeto y protección a la vida privada y a 
la honra de la persona y su familia, y asimismo, la protección de 
sus datos personales, libertad de conciencia, inviolabilidad del 
hogar, libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura 
previa, derecho de asociación, libertad del trabajo, derecho de 
propiedad, derecho a vivir en un medio ambiente libre de conta-
minación, etc.). Asimismo, el “Recurso de amparo”, contemplado 
en el artículo 21 de la Constitución, está destinado concretamen-
te a la protección del derecho a la libertad personal y seguridad 
individual.

México. Conforme estipula la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos de 1917 y sus posteriores reformas, 
para la protección de los derechos humanos, reconocidos tanto 
en el mismo texto de la Constitución como de los tratados in-
ternacionales,15 ante las afectaciones concretas a estos derechos 
se encuentra el denominado “amparo”. Resaltamos que este ins-
trumento constitucional surgió en la Carta Federal Mexicana de 
1857. En la actualidad, se ha extendido a diversas constitucio-
nes conservando inclusive la misma denominación —pero con 
sus propias singularidades, tal es el caso de países como España, 
Argentina, Bolivia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Honduras, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela o bajo una de-
nominación distinta como mandato de segurança en Brasil, recur-
so de protección en Chile o acción de tutela en Colombia.16

Este instrumento del derecho procesal constitucional mexi-
cano incluye en su ámbito de protección no solo una amplia 

14	 Nogueira Alcalá, Humberto, “La acción constitucional de protección en 
Chile y la acción constitucional de amparo en México”, Revista Ius et Praxis 
- Universidad de Talca, Chile, año XVI, núm. 1, 2010, pp. 219-286,https://
www.corteidh.or.cr/tablas/r24759.pdf 

15	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,https://www.dipu-
tados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

16	 Fix-Zamudio, op. cit., pp. 634-640.
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gama de derechos fundamentales, adicionalmente incluye la pro-
tección del derecho a la libertad personal, es decir, dentro del 
amparo, se tutelan también los derechos que en la doctrina y el 
derecho comparado son resguardados por el instrumento del de-
recho procesal constitucional, llamado “hábeas corpus”.17

Al igual que los sistemas de control constitucional de los paí-
ses analizados previamente, México no se caracteriza por imple-
mentar elementos de un único sistema de control, en tanto que 
ha implementado elementos de ambos. Por lo que como lo deno-
mina la doctrina puede considerarse que posee un sistema híbri-
do o ecléctico18, siendo una particularidad que su Corte Suprema 
de Justicia haga las veces de un Tribunal Constitucional.

Argentina. La República Argentina se distingue en el contex-
to latinoamericano por su peculiar confluencia de la estructura 
gubernamental proveniente de los Estados Unidos y el sistema 
judicial del Common Law. Este paradigma se asienta en un sis-
tema de Estado federal, tal como lo estipula el artículo 1 de la 
Constitución de la Nación Argentina,19 en el cual consagra el 
principio de supremacía constitucional. En este contexto, el con-
trol de constitucionalidad en Argentina se lleva a cabo de manera 
judicial y difusa, otorgando a cada juez del país la competencia 
para tal fin, siendo la Corte Suprema de Justicia de la Nación la 
instancia máxima. 

En ese sentido, esta distribución de competencias implica que 
las provincias argentinas tienen la facultad de instituir su propio 
normativa y sistema de control de constitucionalidad, sin estar 

17	 Corado de Paz, Manuel, “La justicia constitucional en México”, en Mezzeti, 
Luca et. al (cords.), Justicia constitucional sistemas y modelos comparados, 
Colombia, Asociación Mundial de Justicia Constitucional, 2017, pp. 177-
209.

18	 Soto Flores, Armando, “La Controversia Constitucional y la acción de 
Constitucionalidad como medios de control de la constitución”, Grandes 
Temas Constitucionales, México, Instituto Nacional de Estudios Históricos 
de las Revoluciones de México, 2016, pp. 154-169,https://www.inehrm.gob.
mx/recursos/Libros/DERECHOPROCESAL.pdf 

19	 Constitución de la Nación Argentina, http://www.saij.gob.ar/nacional-
constitucion-nacion-argentina-lnn0002665-1853-05-01/123456789-0abc-
defg-g56-62000ncanyel
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constreñidas a adoptar el modelo de la República lo que en efecto 
sucede, en tanto que, las provincias argentinas poseen leyes espe-
ciales o un código sobre la materia. En adición a ello, el sistema 
argentino dispone de una variedad de mecanismos para iniciar 
el control de constitucionalidad, entre los cuales se encuentran 
la vía incidental clásica (el control de constitucionalidad se hace 
dentro de un proceso que posee una finalidad principal diferente 
que la declaración de inconstitucionalidad), el hábeas corpus, el 
amparo y la acción de inconstitucionalidad.20 

Es relevante señalar que la provincia de Tucumán cuenta con 
un Código Procesal Constitucional, vigente desde 1999, median-
te la Ley 6944 y sus posteriores modificaciones de 2012, 2019 
y 2021,21 el referido código regula las normas procedimentales 
concernientes al hábeas Corpus, Amparo General, Amparos Es-
peciales (informativo hábeas data, electoral, fiscal, por mora de 
la administración), Amparos Colectivos, y finalmente el control 
de constitucionalidad (referente a la declaración de inconstitu-
cionalidad).

En consonancia con lo anterior, Díaz Ricci es la de opinión 
que el Código Procesal Constitucional de Tucumán superó la 
dispersión de normativa de los instrumentos de defensa de la 
Constitución existente en el derecho procesal constitucional ar-
gentino, logrando reunir los distintos instrumentos procesales 
constitucionales. Más aún, consiguió unificarlos y asentar los 
principios generales que regulan la problemática procesal cons-
titucional que deben ser considerados por el Tribunal que inter-
venga en la causa. Siendo, además, que estos atributos marcan la 
diferencia entre el Código de Tucumán y otras leyes provincia-
les argentinas, cuya regulación esta referida los procedimientos 
constitucionales.22

20	 Amaya, Jorge, “La Justicia Constitucional en Argentina, en Mezzeti”, Luca 
et. al (cords.), Justicia constitucional sistemas y modelos comparados, Colom-
bia, Asociación Mundial de Justicia Constitucional, 2017, pp. 61-88.

21	 Ley 6944, Código Procesal Constitucional de la Provincia Tucumán,ht-
tps://www.justucuman.gov.ar/storage/adjuntos/documents/jurispruden-
cia/leyes/1666877440.pdf 

22	 Díaz Ricci, Sergio, Un código procesal constitucional y algunos problemas 
de la jurisdicción constitucional en argentina, en Anuario Iberoamericano 
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IV. Contexto constitucional  
en el ámbito nacional de Perú

El sistema actual que rige nuestra Justicia Constitucional na-
cional no surge plena y únicamente de la Constitución vigente 
de 1993 o de la Constitución de 1979, sino que nace de un pro-
ceso histórico que ha ido evolucionando en el tiempo, históri-
camente, casi como un resultado natural sin que se le hubiere 
perfilado así por la intención del constituyente o legislador de-
terminado.

Así, en el Perú existe un sistema mixto de justicia constitu-
cional, lo que ya no admite duda alguna, en el que se pueden 
ver conjugados diversos instrumentos de control orgánico e ins-
trumentos de la libertad de orden subjetivo. A la par, los pla-
nos también están entrelazados, ya que algunos de estos instru-
mentos pertenecen a la jurisdicción del Poder Judicial, en tanto 
que otros ingresan a la jurisdicción del Tribunal Constitucional, 
institución constitucionalmente autónoma “de control concen-
trado” que fue incorporada al derecho constitucional peruano 
desde 1979, y que se ha ido consolidando con la vigencia de tres 
décadas de la Constitución de 1993. Enfatizando el hecho de que 
algunos de estos instrumentos que, empezando en la jurisdicción 
del Poder Judicial, es posible que terminen en la del Tribunal 
Constitucional.23

Conforme a ello, en la Constitución vigente, se han deter-
minado como instrumentos procesales de protección constitu-
cional, o procesos constitucionales, a aquellos enumerados en 
el artículo 200° de la Carta Constitucional (Acción de Hábeas 
Corpus, Acción de Amparo, Acción de Hábeas Data, Acción de 
Inconstitucionalidad, Acción Popular, Acción de Cumplimien-
to). En adición a los procesos constitucionales contenidos en el 
ya mencionado artículo 200, tenemos que el artículo 138 en su 
segunda parte al Control difuso, y en el artículo 202 inciso 3, 

de Justicia Constitucional, núm. 9, Madrid, 2005, pp. 65-88,https://www.
cepc.gob.es/sites/default/files/2021-12/25767aijc009004.pdf

23	 Quiroga León, Aníbal, “Breve Historia del Derecho Procesal Constitucio-
nal en el Perú”, en Crispín Sánchez, Arturo (coord.), Los procesos constitu-
cionales en sus documentos, Perú, Gaceta Jurídica, 2023, pp. 7-25.
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al conflicto competencial, todos ellos, forman parte del Derecho 
Procesal Constitucional peruano.24

El caso del sistema constitucional peruano adquirió un cariz 
muy diferente a partir de la Constitución Política de 1979 (dero-
gada) —vigente desde julio de 1980 hasta diciembre de 1992— 
donde se nos proveyó al mismo tiempo de los dos modelos de 
control en una misma Carta Constitucional. A saber: 

I.	 En su artículo 236 se elevó a rango constitucional al con-
trol difuso judicial; y,

II.	 En el Artículo 295° se instituyó la vigencia de un denomi-
nado —por ese entonces— Tribunal de Garantías Consti-
tucionales, bajo el modelo kelseniano de control concen-
trado. 

El artículo 236° señalaba era que: “en caso de incompatibili-
dad entre una norma constitucional y una legal ordinaria, el Juez 
debe preferir siempre la primera. Igualmente, tiene que preferir 
la norma legal sobre toda otra norma subalterna”. Evidentemen-
te, podemos ver cómo el sistema americano del judicial review 
fungió como paradigma para la constitución de 1979, a partir 
de la concepción de que una Constitución escrita es la máxima 
expresión jurídica en una nación, elevándose al rango constitu-
cional una disposición de control constitucional que tenía como 
antecedente una norma legal ordinaria (El artículo 8 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de 1963, actualmente derogada).

Por su parte, el artículo 296 de la Constitución de 1979 seña-
laba que: “El Tribunal de Garantías Constitucionales es el órgano 
de control de la Constitución”; y se creaba un órgano concen-
trado de control constitucional denominado Tribunal de Garan-
tías Constitucionales, con una evidente influencia del proyecto 
de Constitución española de 1978, y que tenía por competencia 
la dilucidación de la constitucionalidad de las leyes, el dirimir y 
determinar la solución de los conflictos de competencia cons-

24	 Quiroga León, Aníbal, “Nociones básicas y aportes a la litigación en el 
Derecho Procesal Constitucional peruano”, en Crispín Sánchez, Arturo 
(coord.), Estrategias de Litigio en Sede Constitucional, Perú, Gaceta Jurídica, 
2023, pp. 9-30.
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titucionales, y el actuar como tercera instancia en el control de 
las acciones de garantía constitucionales (jurisdicción de la liber-
tad) originadas en el Poder Judicial y que hayan sido previamen-
te rechazadas en esa sede judicial (la denominada jurisdicción ne-
gativa de la libertad).

De esta forma, se observa que dentro de un mismo esque-
ma constitucional confluyeron sin una necesaria sistemática que 
así lo explicara, sin los necesarios antecedentes doctrinarios que 
lo sustentaran, los dos grandes modelos de control del derecho 
comparado, en un esquema que originalmente se dio en denomi-
nar “sistema dual”25 de control constitucional.

Pero hoy, sin lugar a dudas, más de cuarenta años después de 
ello ambos sistemas han pasado de encontrarse normativamente 
separados en la Constitución de 1979 (que justificada entonces 
ser considerado como un “sistema dual”), a quedar combinados 
sistemáticamente a partir de la promulgación de la Constitución 
Política de 1993 y posterior regulación en un Código Procesal 
Constitucional (2004) y luego actualizado o relanzado con el 
llamado Nuevo Código Procesal Constitucional (2021) que lar-
gamente conforman hoy en el Perú de un “sistema mixto”26 de 
control constitucional. Así, la fuerza de la jurisprudencia, de 
la profusa doctrina que se ha desplegado con gran fortaleza en 
paralelo y de nuestra propia historia constitucional, hemos de-
sarrollado un modelo de control bastante afiatado, ordenado y 
sistemáticamente ordenado bajo el protagonismo activista del 
Tribunal Constitucional. 

4.1. El Código Procesal Constitucional del Perú

El desarrollo histórico del Derecho Procesal Constitucional pe-
ruano, que ha sido vasto y muy acelerado en los últimos 30 años, 

25	 García Belaunde, Domingo, “La jurisdicción constitucional y el modelo 
dual o paralelo”, en Revista Advocatus, Perú, num. 1, 1998, pp. 65-71, ht-
tps://doi.org/10.26439/advocatus1998.n001.2214 

26	 Quiroga León, Aníbal, “Control Difuso y Control Concentrado en el Dere-
cho Procesal Constitucional Peruano”, Revista de la Facultad de Derecho de 
la PUCP, Perú, núm. 50, diciembre de 1996, pp. 207 y ss.
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ha facilitado a que —con no poca dificultad— se pueda sintetizar 
en un solo texto normativo, todo el ejercicio de las acciones de 
control orgánico y las acciones de garantías constitucionales o de 
tutela de derechos (o jurisdicción de la libertad) en el denomi-
nado Código Procesal Constitucional (2004, relanzado el 2021), 
que es una ley orgánica con reserva en el Artículo 200° de la 
Constitución, y que ha facilitado grandemente la comprensión y 
utilización de este modelo mixto de control constitucional a jue-
ces del Poder Judicial, magistrados del Tribunal Constitucional, 
juzgadores administrativos y políticos, funcionarios públicos, 
abogados y justiciables.

El Código Procesal Constitucional derogado, Ley 28237,27 fue 
promulgado el 7 de mayo de 2004 y publicado en el Diario Ofi-
cial El Peruano el 31 de mayo de 2004. Posteriormente entró en 
vigencia el 1 de diciembre de ese mismo año, tras la vacatio legis 
dispuesta en su texto. Fue en verdad un texto legal pionero a nivel 
del ordenamiento interno y en Iberoamérica, destinado a recoger 
de manera integral y sistemática todas las Acciones de Garantía 
Constitucional y todas las Acciones de Control Constitucional en 
un solo corpus iuris, conforme al mandato contenido en el Artícu-
lo 200º “Una Ley orgánica regula el ejercicio de estas garantías y 
los efectos de la declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad 
de las normas”,28 esto es, el Código Procesa Constitucional. Dicha 
codificación surgió como respuesta al anhelo de diversos secto-
res académicos en el Perú,29 así como al innegable avance de la 
doctrina peruana en materia de Derecho Procesal Constitucional.

Posteriormente el 23 de julio de 2021 se publicó en el diario 
oficial El Peruano la Ley 31307, que creó el “Nuevo Código Pro-

27	 Ley 28237- Código Procesal Constitucional del Perú derogado de 2004, 
https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H682683 

28	 Art. 200, Constitución Política del Perú de 1993, https://spij.minjus.gob.
pe/spij-ext-web/#/detallenorma/H682678

29	 Véase Quiroga León, Aníbal, “La Judicial Review en el Perú” (artículo de 
opinión), El Comercio, 13 de septiembre de 1996. Constituyendo uno de 
los primeros reclamos públicos -si no el primero- de llegar a un Código 
Procesal Constitucional. Véase Quiroga León, Aníbal, “Derecho Procesal 
Constitucional y el Código Procesal Constitucional-Estudios”, Perú, ARA, 
2005, p. 126.
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cesal Constitucional”,30 derogando así el Código Procesal Cons-
titucional de 2004. Ello no significó una modificación radical 
del originario Código de 2004, sino que en él se han introducido 
modificaciones puntuales, conservándose la esencia y organiza-
ción del Código de 2004. Siendo que en este texto normativo se 
regulan los procesos de amparo, hábeas corpus, hábeas data, de 
cumplimiento. Así como el proceso de acción popular, proceso 
de inconstitucionalidad y proceso competencial.

El Código Procesal Constitucional del Perú (en su versión 
original de 2004, cuanto en la actual versión del 2021) es un tex-
to bondadoso, de gran factura, de simple redacción y aplicación, 
y básicamente sencillo en su redacción y comprensión. A la vez, 
ha logrado condensar el ejercicio sistemático de las diferentes ac-
ciones de control y garantía constitucional, como mencionamos 
anteriormente en el complejo sistema mixto de justicia constitu-
cional que, desde la Carta de 1070(D), hasta la actual Constitu-
ción de 1993, se provee para el sistema procesal constitucional 
en el Perú. 

Desde el conocimiento y aplicación el Derecho Procesal 
Constitucional peruano desde la perspectiva académica y en la 
práctica profesional de la abogacía por más de 40 años, es que po-
demos concluir que, es debido al Código Procesal Constitucional 
que ahora tenemos un sistema orgánico y desarrollado con una 
evidente lógica procesal constitucional, que permite tanto a los 
operadores jurídicos como justiciables una aplicación funcional 
de los instrumentos constitucionales. Cabe mencionar que antes 
de la existencia de un texto sistematizado de los procesos consti-
tucionales, las normas procesales aplicables se encontraban dis-
persas en nuestro ordenamiento jurídico, en diversas leyes que 
había que concordar permanentemente. Si bien era un sistema 
funcional, podemos afirmar, sin lugar a dudas, que el Código Pro-
cesal Constitucional, ha significado una evolución plenamente 
positiva en nuestro sistema constitucional y, en consecuencia, se 
recomienda su implementación en los sistemas de justicia cons-
titucional de las naciones iberoamericanas.

30	 Ley N. 31307 - Nuevo Código Procesal Constitucional del Perú, https://
spij.minjus.gob.pe/spij-ext web/#/detallenorma/H1288461
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V. Camino hacia un código modelo iberoamericano

Como hemos descrito en líneas previas, el Perú ha sido el país 
iberoamericano pionero en dotarse de un Código Procesal Cons-
titucional (2004, relanzado el 2021). Siendo que el esfuerzo de 
unificación normativa ha sido seguido, con la dación del Código 
Procesal Constitucional de Bolivia 2012 y a nivel provincial en 
Argentina el Código Procesal Constitucional Tucumán de 1999, 
constituyen un claro ejemplo de que la sistematización de la 
dispersa normatividad que posee la gran mayoría de países Ibe-
roamericanos —en algunos casos contradictoria y hasta confusa 
en su aplicación— en materia justicia constitucional, es plena-
mente posible.

En los últimos cuarenta años, todos los países iberoamerica-
nos, en mayor o en menor medida, también han ido desarrollan-
do y desplegando diversos instrumentos del proceso constitucio-
nal, del Derecho Procesal Constitucional (también denominada 
“jurisdicción constitucional” o “justicia constitucional”), ya sean 
de control orgánico, ya sean en el ámbito de la protección y con-
solidación de los derechos fundamentales, cuanto por el forta-
lecimiento de sus estados de derecho, en la mayor amplitud de 
en sus territorios; bien sea en esquemas claramente judicialistas, 
bien sea en esquemas concentrados, bien sea en esquemas o en 
esquemas mixtos o híbridos. Ya señalaba Fix-Zamudio, del aná-
lisis de diferentes constituciones como la portuguesa, española, 
brasileña, colombiana, paraguaya, peruana, que estas han estruc-
turado las garantías constitucionales como aquellos instrumen-
tos tutelares tanto de los derechos fundamentales como de las 
atribuciones de los órganos de gobierno, contra su afectación por 
parte de las autoridades públicas.31

Si bien en los demás países de Iberoamérica la idea de crear 
un Código Procesal Constitucional se mira con particular interés, 
en dichos territorios, aún no se ha podido desarrollar o culminar 
el referido proyecto. Ello va de la mano con las distintas con-
cepciones, que sobre el control constitucional se pudiera tener, 
con el enfrentamiento, con el poder de control político que estas 

31	 Fix-Zamudio, Héctor, op. cit., pp. 628-633.
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acciones de control y garantía suponen, y con una ideología que 
a veces pareciera alejar a estos conceptos —con algunos paradig-
mas cuestionables— que muchas veces son más similares de lo 
que parecen.

La importancia de codificación en materia de la jurisdicción 
constitucional, ha sido destacada por Velandia Canosa, al señalar 
que la codificación es una “imperiosa necesidad” de: “i) asegu-
rar legislativamente el espíritu de la Constitución; ii) unificar los 
contenidos del derecho procesal constitucional (dar orden, clari-
dad y coherencia en la legislación procesal constitucional) y, iii) 
dar eficacia a la supremacía constitucional”.32

En consonancia con ello, se presenta como un ejercicio de 
gran interés conceptual y académico: que nos detengamos a 
pensar, a discutir y a dilucidar —si es posible a idear—, a nivel 
iberoamericano, una suerte de esquema o “Código Modelo”33 de 
los procesos constitucionales, en el entendido de que las muy 
diversas instituciones del control constitucional y las garantías 
constitucionales de los derechos fundamentales son de interés 
común para todos los sistemas jurídicos de todas las naciones 
democráticas y, al mismo tiempo, tienen en su implementación 
mucho más lugares comunes que diferentes, al margen de deno-
minación, nombres y algunas específicas particularidades.

En consecuencia, esta propuesta, que —en verdad— no es 
nueva y que ya fue lanzada en foros iberoamericanos a princi-
pios del siglo xxi, tiene por idea fundamental comenzar a discu-
tir académicamente la posibilidad de idear o plasmar un “Código 
Modelo para el proceso constitucional de las naciones iberoame-
ricanas”. En el que, respetando las peculiaridades de cada una de 
ellas, se recoja las líneas matrices en las que todas están adscritas: 
el modelo de control americano de control difuso, con sus muy 

32	 Velandia Canosa, Eduardo, “Necesidad e importancia de la Codificación 
Procesal Constitucional”, en Pérez Salazar, Gonzalo et. al. (coords.), Los 
retos del derecho procesal constitucional en Latinoamérica en homenaje al Dr. 
Román Duque Corredor, Venezuela, Fundación de Estudios de Derecho Ad-
ministrativo, 2011, vol. I, pp. 343-381.

33	 Como el esfuerzo que en su día hizo el Instituto Iberoamericano de Dere-
cho Procesal en redactar códigos modelos del proceso civil y de las accio-
nes colectivas e intereses difuso.
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diversos alcances y consecuencias, y las del modelo concentrado 
europeo kelseniano del Tribunal Constitucional (o como simi-
larmente se le llame, vrg. Corte Constitucional, Consejo Consti-
tucional, Consejo Constitucional, etc.). Consideramos con todo 
fundamento que, si ello se lograra, constituiría un gran aporte al 
Derecho Procesal Constitucional iberoamericano. 

Por eso, nos parece sumamente atractivo y retador que diver-
sos especialistas en la materia se reúnan alrededor de uno o más 
coloquios o simposios a discutir, razonar, profundizar y debatir 
la posibilidad de definir conceptualmente las líneas matrices del 
control constitucional, de la defensa constitucional y de la pro-
tección de los derechos fundamentales en cada nación. Todo ello 
dentro de los canales legitimados para realizar la más adecuada 
interpretación constitucional de cada nación. Es muy probable 
que descubramos, y esa es nuestra premisa, muchas más simili-
tudes que diferencias conceptuales, más allá de las diferencias en 
las denominaciones (nomens iuris).

No cabe duda alguna de que todas las naciones, sus autorida-
des y sus ciudadanos poseemos comunes denominadores, abso-
lutamente unánimes e incuestionables, que no podemos dejar de 
reconocer como punto de partida. A saber:

a)	 La supremacía de una Constitución es una cuestión indis-
cutible y esencial.

b)	 La división de poderes es de carácter fundamental en una 
democracia constitucional.

c)	 La defensa constitucional es una necesidad imprescin-
dible en el Estado constitucional de derecho, en tanto 
que permite la profundización de los principales valores 
constitucionales. Deben existir procesos concretos para 
la defensa directa y abstracta de la constitución.

d)	 La efectiva defensa de los derechos fundamentales de 
los ciudadanos es también esencial en una democracia 
constitucional, un importante imperativo constitucional 
en toda sociedad democrática. Por ello mismo, todos los 
ordenamientos jurídicos deben contener instrumentos 
procesales sencillos, rápidos y eficaces para la defensa de 
esos derechos constitucionales, distintos de la defensa de 
los derechos de orden legal resguardados por la jurisdic-
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ción ordinaria. Conforme a ello, debemos recordar que la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 
de San José), en su num. 1 Artículo 25, dispone que “Toda 
persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribuna-
les competentes, que la ampare contra actos que violen 
sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitu-
ción, la ley o la presente Convención, aun cuando tal vio-
lación sea cometida por personas que actúen en ejercicio 
de sus funciones oficiales”.34

e)	 La democracia, la alternancia democrática, el valor de 
la libertad, la verdadera igualdad de los seres humanos, 
el sufragio libre y universal o la legitimidad democráti-
co-constitucional de las autoridades constitucionales, son 
valores comunes a todas las naciones.

f)	 Los conceptos de democracia representativa, legitimi-
dad de las decisiones jurisdiccionales, la fortaleza en el 
cumplimiento de la cosa juzgada, la seguridad jurídica y 
la fuerza de la ley (law enforcement) y el acatamiento a las 
reglas de derecho previstas en la Constitución son tam-
bién ideales comunes a todos (“Goverment by Laws vs el 
Goverment by Men”).

g)	 Finalmente, los límites al ejercicio del poder, los nece-
sarios controles constitucionales interórganos y la apro-
piada interpretación constitucional por parte del o de los 
órganos encargados constitucionalmente de verificarla, 
también son ideales comunes a todos en todas las nacio-
nes.

Debería, por tanto, como un proyecto anhelado gestarse un 
equipo de trabajo o comisión de trabajo con los principales ex-
pertos internacionales de Iberoamérica, designados y destinados 
a discutir la posibilidad o viabilidad de intentar redactar las bases 
de este “Código Modelo”, para que, una vez aceptada la propues-
ta, pueda empezarse a describir las principales instituciones del 
control constitucional y de la defensa de los derechos fundamen-
tales en un esquema base, que responda a todas las escuelas y 

34	 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), 
núm. 1, art. 25, https://www.corteidh.or.cr/tablas/17229a.pdf 
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modelos de control, para finalmente, aterrizar en la redacción de 
un “Código Modelo Base”, con principios comunes (soft law),35 
que puedan ser de utilidad comparada a las diversas naciones de 
Iberoamérica, de los estudiosos de la materia, y también de los 
propios tribunales, cortes u órganos del control constitucional, 
con el claro objetivo de que puedan tomar de dicho modelo las 
figuras que necesiten y amoldarlas a las características de su pro-
pia jurisdicción. Todavía suena a una gran utopía constitucional.

De lograrse aquello, esta iniciativa se constituiría un gran 
aporte al Derecho Procesal Constitucional iberoamericano, y 
también un gran aporte al Derecho Comparado en material del 
proceso constitucional y del Derecho Constitucional mismo.

VI. Conclusiones

A nivel iberoamericano, en el ámbito del Derecho Procesal 
Constitucional, es innegable el desarrollo que han tenido todas 
las naciones que la conforman, siendo que cada una de ellas ha 
desarrollado, con sus propias particularidades, instrumentos pro-
cesales para la defensa orgánica de la constitución y para la de-
fensa de los derechos fundamentales que en ella se encuentren, 
en consonancia además con los tratados internacionales. 

En suma, a lo largo de la historia del Derecho Procesal Cons-
titucional del Perú, hemos sido testigos de las variaciones que ha 
tenido nuestro sistema normativo. En ese sentido, hemos ilus-
trado cómo se ha venido desarrollando nuestro sistema procesal 
constitucional y cómo ha evolucionado de manera doctrinaria, 
académica y jurisprudencial, teniendo como máximo punto de 
evolución la creación del Código Procesal Constitucional actual, 
del cual el Perú ha sido pionero en su creación alrededor de los 

35	 Para el Diccionario Panhispánico del español jurídico de la RAE, soft law es 
el [c]conjunto de normas o reglamentaciones no vigentes que pueden ser 
consideradas por los operadores jurídicos en materia de carácter preferen-
temente dispositivo y que incluye recomendaciones, dictámenes, códigos 
de la conducta, principios, etc. Influyen asimismo en el desarrollo legisla-
tivo y pueden ser utilizadas como referentes específicos en la actuación 
judicial o arbitral.

647 | 

El proyecto de código modelo iberoamericano de los procesos…



países iberoamericanos. Como ya mencionamos, es un código 
bastante afiatado, ordenado, sistemático y de fácil lectura. 

Consideramos que los países pertenecientes a Iberoamérica, 
al poseer instituciones con características diferentes o particula-
ridades pero similares en los objetivos o fin que persiguen, po-
drían gestionar un grupo de trabajo de expertos internacionales 
que tengan como misión principal redactar los cimientos, prin-
cipales bases y postulados de lo que bien podría ser un Código 
Modelo Base para los procesos constitucionales, concentrados y de la 
libertad, para Iberoamérica, con la finalidad de que, precisamente 
sea de utilidad y guía en los sistemas de justicia constitucional de 
cada nación en la defensa de los derechos fundamentales de toda 
una comunidad de naciones iberoamericanas que, comparten de 
manera unánime, los mismos valores y principios constituciona-
les de defensa de la persona humana, plena igualdad de derechos, 
defensa de los valores constitucionales y defensa y protección de 
los principales derechos fundamentales que dan realidad a una 
común aspiración democrática, constitucional y libertaria.
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